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León, Guanajuato, a 3 tres de junio del año 2015 dos mil quince. . . . . . . .  

V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 296/2013-JN, promovido por el ciudadano *****, como Apoderado General para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada: *****; y, : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :
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SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al en que se ostentó la parte actora notificada de la resolución impugnada; lo que fue el día 21 veintiuno de marzo del año 2013 dos mil trece, sin que de las constancias del presente expediente se demuestre lo contrario. . .  
TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, dictada en fecha 4 cuatro de diciembre del año 2012 dos mil doce, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 737/2012; mediante la que se impuso la sanción de multa por la cantidad de $5,908.00 (Cinco mil novecientos ocho pesos 00/100 Moneda Nacional); por no contar con la licencia de uso de suelo para oficinas respecto del inmueble ubicado en calle Londres número 514 quinientos catorce de la Colonia Andrade de esta ciudad; se encuentra documentada en autos, con la copia fotostática de la resolución, visible en el expediente, a fojas 25 veinticinco a la 31 treinta y uno; misma que ofrecida por la parte actora, le fue admitida como prueba de su intención; a la que con sustento en los artículos 78, 117, 119, 121 y 131 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le otorga pleno valor probatorio, ya que constituye un documento público al haber sido expedida por la autoridad demandada, Director General de Verificación Normativa en el ejercicio de sus funciones, dentro de un procedimiento administrativo; siendo reconocida su emisión de alguna manera, por el titular de dicha dependencia, al contestar la demanda . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser de Orden Público y por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano *****, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el presente proceso, el ciudadano *****, comparece con el carácter de apoderado General para pleitos y cobranzas, actos de administración y actos de administración laboral, de la persona moral denominada *****, lo que acredita con la documental consistente en el Primer Testimonio de la Escritura Pública número 81,320 Ochenta y un mil trescientos veinte,  expedida el día 5 cinco de julio del año 2012 dos mil doce, por el Licenciado Alejandro Serrano Berry, Notario adscrito a la Notaría Pública número 7 siete en legal ejercicio en la demarcación notarial de la ciudad de Santiago de Querétaro, Querétaro; en la cual se hizo constar que la persona moral de referencia, representada por su Presidente del Consejo de Administración, señor Luis Vicente García López, otorgó un Poder General para pleitos y cobranzas y actos de administración, y actos de administración laboral, al ciudadano Licenciado *****, con todas las facultades generales y especiales que requieran cláusula especial conforme a la ley; según se refiere en la Cláusula Única del señalado instrumento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Documento que presentado en copia certificada por el Licenciado Enrique Durán Llamas, Notario Público número 82 ochenta y dos en legal ejercicio en esta ciudad de León, Guanajuato; y que es visible en autos a fojas 16 dieciséis a la 22 veintidós; constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado a que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar que el ciudadano ***** tiene el carácter de Apoderado General para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada *****,  y por ende, está facultado para promover e intervenir en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato; ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .


En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas no hicieron valer causal de improcedencia o sobreseimiento alguna; en tanto que de oficio, este juzgador advierte que en relación a la autoridad demandada Director de Verificación Urbana, sí se actualiza una causal de improcedencia, la prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, toda vez que esa autoridad no emitió el acto impugnado, y en ese sentido, no existe tal acto respecto de esa autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se actualiza la causal de improcedencia esgrimida, toda vez que el acto impugnado atribuido al Director de Verificación Urbana, lo es la propia resolución impugnada, misma que se advierte, fue emitida sólo por el Director General de Verificación Normativa y no por el Director primeramente mencionado; no obstante que se diga en la resolución que fue “asistido” por el 
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Director de Verificación Urbana; de esta manera, la resolución impugnada es inexistente en cuanto al Director de Verificación Urbana, al no haberla emitido dicho funcionario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De esta manera al resultar actualizada la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente sobreseer el proceso, conforme a lo dispuesto en el artículo 262, en su fracción II, del mismo código administrativo mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para finalizar, este Juzgador, de oficio, no justiprecia la actualización de ninguna otra causa que impida el estudio de fondo de esta causa administrativa, en cuanto a la resolución impugnada en el presente proceso emitida por el Director General de Verificación Normativa; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso administrativo en contra de tal resolución. . . . . . 
SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por la parte actora, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . 
De lo expuesto por el impetrante en su escrito inicial de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1.- Que la persona moral poderdante del actor en el presente proceso, tenía, en la fecha en que se emitió la resolución impugnada, sus oficinas en el inmueble ubicado en la calle Londres 514 quinientos catorce de la Colonia Andrade de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
2.- Según lo manifiesta la autoridad demandada en la propia resolución impugnada, con fecha 25 veinticinco de junio del año 2012 dos mil doce, se emitió la orden de inspección al inmueble ocupado por la parte actora, y con motivo de la misma, en fecha 29 veintinueve de junio del año 2012 dos mil doce, se llevó a cabo por el inspector facultado adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa de este municipio, la visita de inspección, en la que se requirió la exhibición de la licencia de uso de suelo para el giro señalado; indicando la persona que atendió dicha diligencia –la ciudadana Adriana Marisol Martínez Hernández- que la persona moral visitada se encontraba en proceso de obtener la licencia respectiva; y se le citó a una audiencia señalada para el día 12 doce de julio del año 2012 dos mil doce, a las 12:00 doce horas, en las oficinas de la Dirección; señalando la autoridad demandada que no compareció representante alguno de la empresa a la referida audiencia, siendo que fue -según dijo- legalmente citada; todo lo anterior se desprende solamente, de lo manifestado por la autoridad demandada –Titular de la Dirección General de Verificación Normativa-, en los resultandos Primero al Cuarto de la resolución impugnada; sin haber aportado dichas constancias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Para que finalmente, el día 4 cuatro de diciembre del 2012 dos mil doce, el Director General de Verificación Normativa, dentro del expediente número 737/2013, emitió la resolución definitiva, por la cual impuso una sanción a la poderdante del actor, consistente en multa por 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que ascendía al momento de su imposición, a la cantidad de $5,908.00 (Cinco mil novecientos ocho pesos 00/100 Moneda Nacional); por no contar con licencia de uso de suelo, en relación al inmueble ya referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, el actor considera ilegal la resolución impugnada, toda vez que adujo que no se motivó adecuadamente, ya que no existe congruencia en las fechas señaladas en sus resultandos Primero y Segundo; que no obstante que comparecieron a la misma, no se le permitió la intervención en la audiencia a la que se le había citado, por lo que se vulneraron sus garantías de seguridad jurídica y de defensa, pues señaló que incluso desde antes de la fecha de la audiencia, ya contaba con la licencia de uso de suelo; y que los inspectores que realizaron la visita no se identificaron, ni expresaron quien les expidió sus identificaciones; y por último, también expresó que no se individualizó correctamente la imposición de la sanción, porque en la resolución impugnada se determinó que la falta era grave y que dicha persona moral era solvente,  sin que tal falta en realidad fuera grave y que no dio la autoridad demandada razones suficientes para acreditar esa solvencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo antedicho por el impetrante del proceso, la autoridad demandada solo se concretó a sostener la legalidad de su actuación, y a que la resolución que se emitió se encuentra debidamente fundada y motivada, acreditándose que la parte actora no cuenta con licencia de uso de suelo para oficinas; y que no son de atenderse ninguno de los agravios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 4 cuatro de diciembre del año 2012 dos mil doce, dictada dentro del expediente número 737/2012, por la que se impuso una sanción de multa de 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $5,908.00 (Cinco mil novecientos ocho pesos 00/100 Moneda Nacional), por no contar con licencia de uso de suelo, del inmueble ubicado en calle Londres número 514 quinientos catorce, de la Colonia Andrade de esta ciudad; constituyendo tal aspecto el punto controvertido en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer por el justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio a la actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos; este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el primero, del capítulo de conceptos de impugnación, (visible a fojas 4 cuatro y 5 cinco del expediente); sin necesidad de transcribirlo en su totalidad así como tampoco los restantes; siguiendo para ello el criterio sostenido por el Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación, que se menciona en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el señalado concepto de impugnación, la enjuiciante argumentó que la resolución impugnada es ilegal, al haberse basado en un procedimiento administrativo defectuoso; agregando textualmente: . . . . . . . . . . 
“PRIMERO.- Se viola en perjuicio de mi representada el artículo 137… del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato… asimismo se violenta la fracción IV, V, VIII del Ordenamiento legal en referencia… pues no se nos permitió la intervención correspondiente  en la citada audiencia previa…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ello, toda vez que refirieron que no se les permitió intervenir en la audiencia, señalada para las 12:00 doce horas del día 12 doce de julio del año 2012 dos mil doce; no obstante estar presente en las oficinas de la dependencia, el representante legal de la persona moral sujeta a procedimiento administrativo; así como tampoco se le permitió consultar el expediente. . . . . . . 

Lo que resulta fundado para este resolutor, ya que la autoridad demandada, no respetó lo señalado en las fracciones VI y VIII del artículo 137 del Código de la materia; pues no se encuentra debidamente motivada, al no encontrarse debidamente realizado el procedimiento respectivo, por lo que no se respetaron los requisitos formales, así como se encuentra viciado el procedimiento del que se deriva la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, toda vez que, si bien es cierto que la resolución que se impugna en este proceso, -la emitida en fecha 4 cuatro de diciembre del año 2012 dos mil doce, dictada dentro del expediente número 737/2012, por la que se impuso a la parte actora una sanción de multa de 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, por no contar con licencia de uso de suelo, respecto del inmueble ubicado en calle Londres número 514 quinientos catorce, de la Colonia Andrade de esta ciudad; se contienen diversos preceptos y ordenamientos jurídicos asentados a manera de fundamento; también lo es que para este Juzgador, existe una ausencia de motivación, que le de soporte a tal resolución; que estriba precisamente en que la autoridad demandada no justificó la legal emisión de la resolución impugnada, al no justificar la legalidad del procedimiento administrativo en el que se basa la señalada resolución; en lo destacado por la parte actora, -al no darle intervención en la audiencia a la que se le citó, y no permitirle consultar el expediente respectivo-; vicios en el procedimiento que inciden en la emisión de la resolución emitida, que afectaron sin duda la defensa de la persona moral gobernada; no dejando de manifestar que no se aportó prueba alguna por parte de la Dirección General de Verificación Normativa que desvirtuara lo afirmado por la parte actora, siendo que era menester justificar su legalidad, al haber sido controvertida por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo que la autoridad demandada no hizo, a diferencia de la persona moral gobernada, la que con el testimonio de las ciudadanas de nombres Adriana Marisol Martínez Hernández y Fidencia Navarro Reynoso, rendidas el día 14 catorce de agosto del año 2013 dos mil trece, fecha en la que se llevó a cabo la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos en el presente proceso; -testimonios a los que se les otorga pleno valor probatorio, de conformidad con lo señalado en el artículo 126 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en sus fracciones I a VIII, por tratarse de testimonios coincidentes en lo esencial-, y de los que se desprende que el representante legal de la persona moral actora sí acudió al desahogo de la diligencia a la que fue citado, en fecha 12 doce de julio del año 2012 dos mil doce, dentro del procedimiento administrativo número  737/2012, pero que no fue atendido y que en realidad no se le permitió intervención alguna en su defensa, dentro del mencionado expediente; ilegalidad que incide en la indebida e insuficiente motivación de la resolución impugnada. . . . . . . . . . .
Lo anterior, aunado a que la autoridad demandada omitió por completo justificar la existencia del expediente administrativo número 737/2012, lo que constituiría la parte sustancial de la motivación de la resolución impugnada; como sería exhibir los documentos en los que conste la orden de inspección, el acta de visita y la audiencia de garantía de previa audiencia, los que no se aportaron al presente proceso por la autoridad demandada; y lo que permitiría 
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dilucidar como se desahogó la audiencia llevada a cabo en esa fecha y de la que la autoridad demandada manifestó que no compareció el representante legal de la persona moral actora, y este, manifestó que sí acudió, pero la persona que lo atendió dijo que no era necesaria su intervención en la audiencia, y que siguiera los trámites tendientes a la obtención de la licencia de uso de suelo; por lo que al no haber aportado el procedimiento administrativo del que deriva la resolución impugnada, ésta carece de una suficiente motivación, al no sustentarse en un procedimiento administrativo legalmente instaurado y realizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, toda vez que al consistir la motivación en el razonamiento inherente a las circunstancias del hecho, contenidas en el texto del acto, para establecer la adecuación de la conducta del gobernado en el supuesto jurídico establecido por la norma; tenemos que en el asunto que nos ocupa, no se motivó claramente la imposición de la multa, porque no se tiene la certeza de la existencia de un procedimiento administrativo tramitado legalmente, cuyos actos consistentes en la orden de inspección, visita y audiencia realizados conforme a derecho, constituyen la motivación de la resolución de sanción; por lo que no se tiene la certeza de que se hayan realizado los hechos narrados por la autoridad demandada en los resultandos de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ello no obstante que no se haya requerido a la autoridad demandada el expediente del procedimiento administrativo con número 737/2012; pues lo cierto es que la autoridad demandada debía aportarlo, dado que tal resolución se sostenía en dicho procedimiento administrativo y aunado a que los conceptos de impugnación planteados por el actor, se referían a violaciones cometidas dentro del procedimiento respectivo; provocando la omisión al requisito formal de la debida motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A mayor abundamiento, correspondía a la autoridad demandada, Director General de Verificación Normativa, el aportar las documentales integrantes del procedimiento administrativo del que derivó la resolución impugnada, toda vez que era esa misma dependencia la que los tenía en su poder y a su disposición en sus archivos; de manera que el no aportarlos, redunda en su perjuicio, al no justificar la legalidad de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, al resultar fundado lo hecho valer por la parte actora, relativo a la indebida motivación de la resolución impugnada y la existencia de un vicio en el procedimiento que afectó a la defensa de la persona moral impetrante del juicio; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la resolución dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 737/2012, con fecha 4 cuatro de diciembre del año 2012 dos mil doce, por la que se impuso una sanción a la poderdante del actor, consistente en una multa por 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $5,908.00 (Cinco mil novecientos ocho pesos 00/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta aplicable por analogía la siguiente tesis emitida por el Tribunal mencionado en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” No. Registro: 216,534. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 64, Abril de 1993. Tesis: VI. 2o. J/248. Página: 43. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación planteado por la parte actora, resulta fundado y es suficiente para declarar la nulidad total de la resolución impugnada; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos planteados, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario 
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Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . .  
R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso respecto de la autoridad demandada, Dirección de Verificación Urbana; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas previstas en el Quinto considerando de la presente resolución. 

TERCERO Resultó procedente el proceso administrativo promovido en contra de la resolución emitida por el Director General de Verificación Normativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Se decreta la nulidad total de la resolución dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 737/2012, de fecha 4 cuatro de diciembre del año 2012 dos mil doce, por la que se impuso una sanción a la poderdante del actor, consistente en una multa por 100 cien días de salario mínimo diario vigente en la entidad, que asciende a la cantidad de $5,908.00 (Cinco mil novecientos ocho pesos 00/100 Moneda Nacional); atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . .

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

